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Delimitación conceptual de
reforma y modernización

Aunque no siempre es reconocido por la bibliografía, los
procesos de cambio, real o aparente, que se desarrollan en el
seno de las Administraciones públicas «occidentales» responden
a muy diversas motivaciones y ofrecen tales variaciones, en di-
rección y énfasis, que hacen muy difícil un enfoque uniforme.
El estudio de las «reformas» constituye en estos momentos una
de las ramas más fértiles de las publicaciones sobre la Adminis-
tración, debido a la gran cantidad de «reformas administrativas»
emprendidas desde los años 60 (CAJDEN, 1991a: vii) y a la no
despreciable cantidad de recursos materiales puestos a disposi-
ción de los expertos por los gobiernos.

Las palabras utilizadas para designar aquellos procesos de
cambio varían notablemente según los países, y, en el nuestro,
su significado depende frecuentemente del que le hayan queri-
do atribuir los traductores de obras extranjeras (o las editoriales
que las han publicado)'. En el plano desiderativo, creemos que
deberían distinguirse las modificaciones en la actuación admi-
nistrativa derivadas de la adaptación de las Administraciones
públicas, como reacción a cambios en su entorno, social, eco-
nómico o político, que llamaremos modernización administrati-
va 2, de aquellos otros procesos que suponen un intento
deliberado de transformación, no meramente reactivo al entor-
no, sino con pretensión de incidir en él3 , ya sea mediante la
mejora de los métodos y técnicas de funcionamiento en gene-
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ral, ya mediante la mejora del desempeño de los empleados
públicos en particular, que llamaremos reforma, en sentido es-
tricto. Naturalmente, la distinción entre acción meramente reac-
tiva y acción transformadora es relativa; en casos extremos, la
frontera puede ser muy sutil; y pueden darse transiciones de
una a otra, pero siempre pueden separarse conceptualmente.

En este sentido, la modernización administrativa, por su
propia naturaleza y a diferencia de las reformas, que tienen un
alcance y persiguen objetivos definidos, es un proceso abierto,
un proceso sin fin, de reajuste de las estructuras y, sobre todo,
de los procesos administrativos, por lo que no puede afirmarse
en ningún momento que ha llegado a su fin (NIETO, 1989) ni
delimitarse claramente un contenido específico (TROSA, 1992).
Así lo entendemos nosotros, aunque la circunstancia de que
«modernización» es (por lo menos, entre nosotros) una palabra
mucho más -cargada» afectivamente (en sentido positivo) que
«reforma» explica su amplia difusión para designar lo que debe-
ría ser llamado «reforma».

Los sistemas administrativos occidentales, aun manifestando
rasgos comunes susceptibles de singularizarlos respecto de mo-
delos administrativos de otras culturas, como la diferenciación
formal entre instancias administrativas y políticas, con subordi-
nación de las primeras a las segundas, por un lado, y la diferen-
ciación entre instancias administrativas y económicas, por otro,
presentan modelos diversos entre sí. Por un lado, se puede dis-
tinguir un modelo americano de Administración Pública, que
ofrece un sistema de reclutamiento de personal dependiente de
los procesos electorales políticos, con unas estructuras de carre-
ra y salariales muy diversificadas y flexibles, en el que es osten-
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sible la vinculación a grupos de interés, y un modelo europeo
de Administración Pública (PETERS, 1991), con una estricta y ho-
mogénea regulación normativa, estructuras de carrera y salaria-
les rígidas y uniformes, garantías legales de permanencia de los
funcionarios en sus puestos, y una tradición formal4 de ausen-
cia de participación política directa de los funcionarios, en tanto
tales.

Podría esperarse que la existencia de estos dos mundos ad-
ministrativos se proyectase en los tipos de reforma administrati-
va. Sin embargo, predominan los rasgos y objetivos comunes,
entre otras cosas por el enorme grado de difusión internacional
que han alcanzado las reformas administrativas acometidas, o
meramente propugnadas teóricamente, en algunos países, prin-
cipalmente en los Estados Unidos (para la «filosofía» de las re-
formas americanas, GORE, 1993) y el Reino Unido (cf. METCALFE
y RICHARDS, 1989 (1987); ECHEBARRÍA, 1993), aunque según los
contextos se haga más o menos énfasis en los diferentes objeti-
vos particulares.

VILLORÍA, 1996, utilizando como criterios definitorios la ma-
yor o menor preponderancia de contenidos tecnológicos o
ideológicos en los programas de reforma, y el origen de las
propuestas de reforma, según respondan a estrategias propia-
mente gubernamentales (asumidas por el Gobierno en su conjunto
o impulsadas desde la cabeza del mismo) o burocrático-corpora-
tivas (aunque estas últimas puedan inspirar propuestas de mi-
nisterios particulares), distingue cuatro modelos distintos de
reforma:

1) El de aquellos países, como el Reino Unido, en los que
el proyecto reformador es claramente ideológico y está
postulado por el Gobierno y el partido que lo sustenta.

2) El de aquellos países, como Estados Unidos, en los que
el proyecto reformador es preferentemente tecnocrático,
orientado primariamente a mejorar la eficacia del sector
público. El proyecto también está postulado por el Go-
bierno.

3) El de aquellos países donde existe una Administración
fuertemente descentralizada y con políticas sociales muy
ambiciosas, como Holanda o Suecia. Los proyectos de
reforma son postulados por Ministerios o agencias públi-
cas particulares, y no globalmente por el Gobierno.

4) El de aquellos países, como España, donde los proyec-
tos de modernización no tienen contenido ideológico,
pero tampoco se da una postulación gubernamental ni
partidista de tales proyectos, sino que son resultado del
trabajo de sucesivos equipos en particulares ministerios
(con predominio, en el impulso y diseño, del personal
situado en la «zona gris» de delimitación entre políticos y
burócratas).
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Causas y objetivos de las
reformas administrativas
Causas

No resulta fácil aislar las causas que determinan el auge de
las reformas administrativas en «Occidente» en los últimos años,
dada la incidencia de factores de muy diversa índole. El sector
público está aquejado de múltiples «enfermedades» (HOGWOOD y
PETERS, 1985, CAIDEN, 1991b), algunas quizá congénitas, de mal-
formación del diseño de las organizaciones, otras derivadas de
una deficiente nutrición de recursos. Sin embargo, las más pare-
cen obedecer, por el contrario, a problemas de insuficiente asi-
milación de excesos nutricionales, con riesgo de infartos y otras
crisis agudas. Uno de estos infartos, que obligó a adoptar tera-
pias de choque, se produjo con la crisis económica del 73, que
obligó a las Administraciones públicas a adoptar curas de adel-
gazamiento. Buena parte de las reformas administrativas con-
temporáneas tienen origen en esta crisis económica que alertó
sobre los riesgos del exceso de peso del sector público.

Las burocracias públicas no gozan de muy buena prensa
(VEBLEN, 1904; MISES, 1974 (1962); MERTON, 1992 (1968); HUMMEL,
1994), y no sólo por «estar gordas». Tienen fama de corruptas,
despilfarradoras, torpes y tiránicas. Son insultadas popularmen-
te, satirizadas en crueles chistes, despreciadas por su falta de
agilidad en la gestión de los asuntos públicos y odiadas por su
aparente insensibilidad a las necesidades de los ciudadanos
(son relativamente pocas las voces que se han levantado en su
favor, por ej., BLAU y MEYER, 1971; GOODSELL, 1994).

De aquí la continua postulación de alternativas organizativas
y de gestión a la burocracia (DRUCKER, 1988; HECKSER, 1994);
pero estas alternativas inducen a comparaciones poco justas de
la «ineficaz burocracia» con seductores ideales de organización,
no sometidos a la prueba de la práctica. Así, las reformas admi-
nistrativas que prometen acabar con todos los males que aque-
jan a las Administraciones, simándolas en la Arcadia feliz de las
organizaciones postburocráticas tienen la doble virtualidad de
ofrecer a la generalidad de los políticos un chivo expiatorio con
el que redimir su ineficacia a la hora de gobernar y, más con-
cretamente, para aquéllos recién llegados al poder la oportuni-
dad de proponer objetivos simbólicos que aparentan romper
con los males del pasado.

La globalización mundial de la economía es también un re-
curso muy socorrido para justificar las reformas administrativas
(LUKE y CAIDEN, 1989). Se suele indicar, desde este punto de vis-
ta, que la Administración pública es un elemento esencial en la
competitividad de una nación (PORTER, 1991: 763-847) y, por
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tanto, las reformas son indispensables para adecuarse a las ne-
cesidades de la competencia internacional (DUNLEAVY, 1994). Es
frecuente que se incida especialmente, muchas veces de forma
meramente retórica, en el ahorro de recursos y en la capacita-
ción del personal del sector público (RODRÍGUEZ-ARANA y BASTOS
BOUBETA, 1996).

Las reformas administrativas pueden ser un resultado no de-
liberado de reajustes en las relaciones de poder entre los distin-
tos actores del proceso político (MARCH y OLSEN, 1983) '. Las
reformas serían consecuencia de una combinación más o me-
nos accidental de propósitos y oportunidades de elección por
actores individuales no coordinados, problemas y soluciones.
Constituirían un buen ejemplo del garbage can model oforgani-
zational change, en la expresión de COHÉN, MARCH y OLSEN, que
describe un proceso de toma de decisiones en las organizacio-
nes en el que las soluciones preceden a los problemas: primero
tendríamos los recursos, soluciones y técnicas para abordarlos y
luego buscaríamos los problemas concretos a los que hacer su
aplicación.

No se debe ignorar la posibilidad de motivaciones más fri-
volas en el inicio de los programas de reforma administrativa.
Del mismo modo que el vestido, la comida y las costumbres, la
gestión pública no se sustrae a la moda. Naturalmente este con-
dicionamiento dista de ser espontáneo. Tanto en referencia al
ámbito de la gestión pública como de la privada existen una se-
rie de gurús, que producen (pero, con disposición «industrial»)
«nuevas ideas» para una mejor gestión. Ideas legitimadas con
palabras muy cargadas positivamente, pero poco precisas,
como eficiencia, eficacia, calidad, productividad, progreso, etc.
(ABRAHAMSON, 1996). Estos gurús, en general con su corte de
asesores académicos a la page, venden «sus saberes» en un lu-
crativo mercado que se beneficia de la demanda de innovacio-
nes en la gestión por parte de políticos buscadores de votos o
de políticos y altos burócratas deseosos de acrecer su legitima-
ción como recurso de promoción profesional. Esto explica la
fugacidad de muchas de las propuestas que se hacen en este te-
rreno, siempre expuestas a ser superadas por otras «más avan-
zadas» o novedosas (HARARI, 1997, con referencia a la última
moda). RIGBY, 1993, una de las voces mas críticas de estos desa-
rrollos, ha elaborado un esquema del ciclo vital de estas «teo-
rías» innovadoras de la gestión: (1) Constatación de deficiencias.
La inadecuación de algún principio importante de la gestión a
cambios del entorno genera insatisfacción respecto del statu
quo; (2) Descubrimiento de la solución. Pensadores creativos
desarrollan nuevas soluciones o reactualizan viejas soluciones
para corregir las deficencias, (3) Euforia. Los primeros relatos
de los éxitos de las nuevas técnicas son altamente publicitados,
eliminando las barreras procedentes de la inercia. Se alimenta,
así, el espejismo de que la nueva técnica «resolverá de una vez
y para siempre el problema»; (4) Sobredifusión. La euforia con-
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duce a la aplicación de la nueva técnica en situaciones inadecuadas,
lo que conduce a resultados desalentadores. Las dificultades indu-
cen un mayor énfasis aplicativo, para superar radicalmente
los problemas ; (5) Ridiculización. Los ejemplos de fracasos
llegan a ser demasiado obvios para ignorarlos. Los participantes
y la opinión en general evidencian cruel y públicamente los de-
fectos de la técnica; (6) Abandono. Las organizaciones descar-
tan la nueva técnica y se abre el proceso de búsqueda de otra
más funcional y «moderna*.

Como hemos visto, las causas de las reformas son múltiples,
y múltiples también las perspectivas de su contemplación. Ge-
neralmente, en cada caso se podrá establecer una jerarquía de
causas en la etiología de la reforma administrativa, aunque es
probable que todas las consideradas anteriormente intervengan
en algún grado. Veamos ahora, a grandes rasgos, cuáles son los
objetivos de las reformas.

Objetivos de las reformas
Los objetivos de las reformas pueden ser más o menos ex-

plícitos. Por supuesto los objetivos explicitados son más fáciles
de conocer que los no declarados, aunque de ello no se des-
prende que sean necesariamente más importantes. SUBIRATS y
GOMA, 1993, resumen los objetivos oficiales de los programas
de reformas:

1) Mejorar la competencia y capacidades técnicas. Ante la
cada vez mayor complejidad de los problemas y la gran
movilidad de los entornos de las Administraciones pú-
blicas, una de las soluciones pasa por mejorar la compe-
tencia técnica de las Administraciones y su capacidad
analítica y de anticipación.

2) Cumplir y fortalecer los valores constitucionales. Las Ad-
ministraciones públicas hoy en día cumplen funciones
no sólo de prestación de bienes y servicios, sino tam-
bién de negociación entre intereses parciales contra-
puestos. La reforma de la Administración busca, pues,
mejorar sus capacidades políticas, para hacer frente a un
conjunto de intereses cada vez más fragmentarios y para
orientar los servicios por unos valores que sirvan para
mejorar la vida social.

3) Gestionar la complejidad, la incertidumbre y el cambio.
Los modelos organizativos burocráticos regidos por una
lógica.de funcionamiento interno sometida exclusiva-
mente'tal Derecho administrativo resultan claramente in-
suficientes para abordar el abanico de problemas que se
presentan a las Administraciones en la actualidad. Esta
no-coincidencia entre las funciones requeridas y el mo-

167



Experiencias y Casos

délo organizativo genera notables tensiones en el fun-
cionamiento de la Administración. La reforma trata de
adecuar la realidad de la Administración a esta compleji-
dad, intentando superar las rigideces procedimentales
que dificultan una debida atención a los administrados.

4) Actuar con una ética de servicio al ciudadano. Las refor-
mas, según este objetivo, tratan de cambiar el trato a los
administrados. De una consideración fundada en las no-
ciones de subdito o administrado se trata de pasar a otra
fundada ya en la noción de cliente, lo que enfatiza los
elementos bilaterales de la relación, ya en la más clásica
de ciudadano, dotado de derechos frente a la Adminis-
tración pública. Con estas reformas se busca mejorar la
calidad del servicio público, incorporando al funciona-
miento del sector público no sólo al ciudadano conside-
rado individualmente, sino también a asociaciones y
otros grupos o colectivos. Esta ética de servicio no sólo
busca la resolución de problemas sino una mayor trans-
parencia y comprensibilidad de la actuación administra-
tiva para facilitar esa participación ciudadana.

De un modo pormenorizado los objetivos principales de las
reformas contemporáneas, en nuestra opinión, son: (1) la pos-
tulación de la introducción y potencialización del gerencialismo
en el sector público (POLIUT, 1993); (2) de modo derivado o asocia-
do, el intento de disminuir, y si es posible, revertir el crecimiento
del sector público; (3) el incremento de la productividad de la
Administración pública (HOLZER, 1992; BAÑÓN, HALACHMÍ y Bouc-
KAERT, 1996); (4) el énfasis en la consideración de la provisión
pública de servicios como meramente subsidiaria del sector pri-
vado, la huida de las normas del Derecho administrativo hacia
las normas, más flexibles, del Derecho privado (RICHARDS, 1992)
y, más en concreto, la des-regulación de la prestación de servi-
cios públicos y su cesión al sector privado (ARENILLA, 1994); (5) la
difusión del consumer paradigm, cuya traducción más simple, y
no inexacta, es la de paradigma del consumidor, pero que reci-
be otras traducciones7

 (RICHARDS, 1994 (1992); JENKINS y GRAY,
1994 (1993), y la subsiguiente postulación de la calidad de los
servicios; (6) la participación de ciudadanos y empleados en la
gestión (BASTOS BOUBETA, 1995) y la mejora del desempeño de
los funcionarios públicos, a través de la aplicación de incentivos
al rendimiento, salariales o extrasalariales; (7) el énfasis en el
desarrollo de la automatización de la gestión pública, especial-
mente en lo que se refiere a la incorporación de los desarrollos
de las tecnologías de la comunicación; (8) el desarrollo de una
agenda más sensible a objetivos de cooperación interguberna-
mental y a los condicionamientos internacionales en la elabora-
ción de políticas (HOOD, 1991).

Pero además de esa agenda explícita, pueden existir agen-
das ocultas en los programas de reforma administrativa. Algu-
nos de estos objetivos ocultos pueden ser la supresión de
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servicios administrativos que no encajen con los propósitos de
los dirigentes políticos o les resulten molestos. Esto es especial-
mente palpable en buena parte de las reformas que se califican
como gerenciales, en el propósito de recortar el poder de los
altos funcionarios de carrera en provecho de la clase política,
incrementando el poder de patronazgo de ésta. Por ejemplo, las
ideas que impulsaron las reformas británicas enfatizaron mucho
en la descripción del burócrata como un individuo egoísta que
no busca satisfacer el bien común, sino sólo el suyo propio
(NISKANEN, 1971, es especialmente representativo de esta pers-
pectiva, cf., ASHFORD, 1993) y que acumula a través de su ma-
quiavélico control de la elaboración de los presupuestos y de su
dominio de las interioridades del proceso de elaboración de políti-
cas un desmesurado poder que suplanta el poder legítimo del
político elegido por el pueblo 8. Entre nosotros, ALBA (1995:
399), refiere la opinión de un Ministro, en la etapa de la transi-
ción, que describía a los funcionarios y sus organizaciones
como peligrosos toros de lidia.

Los burócratas podrían así, constituir un gran obstáculo a la
hora de implementar políticas. El relato de los padecimientos
de Rudolf Hilferding, quien en 1923 vio fracasar su política eco-
nómica ante la resistencia de la vieja burocracia prusiana, que
veía lesionados sus intereses de «casta-, ha sido aducido en la
bibliografía para advertir contra los males del excesivo poder
funcionarial (PAGe, 1992: 1). En este ambiente, sesgadamente
predispuesto contra el burócrata, es lógico que las reformas ad-
ministrativas busquen recortar el peso político de la burocracia
y aumentar el de los políticos, particularmente como «emplea-
dores» (reclutamiento, promoción y sanción del personal al ser-
vicio de las Administraciones públicas). En este aspecto, las
reformas administrativas pueden ser vistas, en bastantes casos,
como una lucha latente entre políticos y burócratas (PETERS, 1992)
con el objetivo no declarado de reducir la participación de los
segundos en la elaboración e implementacion de políticas.

Las reformas administrativas
en España
Las reformas administrativas en la Administración central

La Administración pública española —como la de la genera-
lidad de los países— ha cambiado notablemente (sobre sus ante-
cedentes modernos, GARCÍA DE EMTERRÍA, 1961; sobre las reformas,
SUBIRATS, 1990). Los grandes cuerpos de burócratas han perdido
influencia respecto de los años setenta y los niveles superiores
de la función pública han bajado en capacitación profesional y
prestigio social. La Administración central del Estado ha sufrido
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un derto proceso de adelgazamiento por la institudonalizadón
de las autonomías territoriales, pero este proceso ha sido contra-
rrestado por el crecimiento de los servidos públicos de educadón y
seguridad social, no transferidos a todas las Comunidades Autó-
nomas, o no en su totalidad, en los casos en que sí se ha pro-
duddo la transferencia.

A partir de mediados de los años ochenta, más en concreto
tras la aprobadón de la Ley de reforma de la Fundón Pública
de 1984 y la acentuadón del proceso de transferendas a las Co-
munidades Autónomas, potendados quizá por factores exter-
nos 9, se inician una serie de reformas de la Administración
central del Estado. Estas reformas han sido consideradas por la
generalidad de los analistas en términos muy críticos (ALBA,
1995). Sus prindpales características, según NIETO, 1996 (cf., CANA-
LES, 1993), fueron:

En primer lugar, se hicieron públicos una serie de docu-
mentos oficiales sobre las reformas, como las Reflexiones
para la modernización de la Administración, del MAP; el
Estudio Delphi: la modernización de los procedimientos de
actuación de la Administración, de la Inspección General
de Servicios; el Plan de Modernización de la Administración
del Estado (aprobado por el Consejo de Ministros en no-
viembre de 1991 y marzo de 1992); y el documento-marco
sobre Modernización y cambio en las Administraciones Pú-
blicas, del INAP, 1995. Paralelamente se celebraron varias
jornadas de estudio, auspiciadas institucionalmente, sobre
modernización y reforma administrativa, como las «Jornadas
de modernización de las Administraciones Públicas- (Cuen-
ca, julio de 1990), «Modernización pública y formación» (oc-
tubre de 1991) o el «Seminario Internacional sobre la
Reforma Administrativa» (Santiago de Compostela, 1995).

Los contenidos varían según los casos, pero las notas comu-
nes incluyen propuestas de reconfiguración de las estructuras
administrativas (creando «agendas» 10 y entes autónomos), de
transformadón de «culturas burocráticas» en «culturas de responsa-
bilidad» ", de flexibilizadón de los sistemas de fundón pública
(BAENA DEL ALCÁZAR, 1996) y de la mejora de la información y
comunicación con el ciudadano y de la calidad de los servi-
cios (creación de un Observatorio de la calidad)12.

La reforma administrativa tiene también un componente
de reforma de la legislación, en un intento de superar el
control endógeno de la Administración por parte de los al-
tos cuerpos de funcionarios (nos remitimos a lo dicho sobre
los propósitos de incremento del poder de patronazgo por
los políticos), mediante la introducción de la movilidad en
el puesto de trabajo y de la «carrera administrativa», incluso
entre distintas Administraciones Públicas, la racionalización
y recomposición de los Cuerpos de funcionarios y la limita-
ción de los puestos de libre designación (ORTEGA, 1996:19),
objetivo este último, contradictorio con el espíritu de la re-
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forma, pero, quiza por ello mismo, incumplido en la prácti-
ca. Esta actuadón se ha concretado en normas como la Ley
de Incompatibilidades y la Ley de Régimen Jurídico de las
Administradones Públicas.

Las reformas administrativas realmente implantadas, con al-
gunas excepdones como la CTeadón de la Agencia Tributaria o la
reforma de la Direcdón General de Tráfico (cf., VILLORÍA, 1996), no
pasan de ser, usando la expresión del propio Alejandro NIETO,
intervenciones epidérmicas y meramente miméticas del «discur-
so modemizador» imperante allende nuestras fronteras 13. Pero,
los resultados prácticos han sido muy modestos, y las reladones
de poder entre políticos y burócratas permanecen sustancial-
mente inalteradas (dentro de la mutua desconfianza que, según
BELTRÁN VILLALVA, 1996, las caracteriza). Impera un discurso retó-
rico plagado de lugares comunes, como tales perfectamente
compatibles aun siendo contradictorios, como «la Administra-
ción ni se cambia por decreto ni se transforma de la noche a la
mañana» o «la modernización tiende a un cambio de cultura ad-
ministrativa centrado en la consecución de resultados y en el
equilibrio de la relación coste benefido como elemento referencial
básico» (cf., NIETO, 1992), entregado a las sucesivas y fugaces mo-
das. Si en los años ochenta se enfatizaban las nociones de efi-
ciencia y eficacia 14, en los noventa se insistirá en el paradigma
del consumidor (o cliente) RICHARDS, 1994 (1992), más concilia-
ble con el nuevo ambiente «humanista» (ATKOUF, 1992), de ma-
yor predicamento en la actualidad.

En conclusión, aunque la Administración española sufrió, en
los últimos veinte años, el impacto de una reforma legislativa
de cierta entidad, como la Ley de la Función Pública de 1984, y
algunos otros cambios menores, a los que se ha aludido en las
páginas anteriores, el cambio más importante ha venido consti-
tuido por la aparición de las 17 Administraciones autonómicas.
Veremos a continuación las reformas acometidas en las Comu-
nidades Autónomas.

Las reformas administrativas
en las Comunidades
Autónomas

Las Administraciones autonómicas hispanas comienzan su
andadura en los años ochenta, en un contexto de pleno apogeo
de las reformas administrativas en toda Europa. Sin embargo,
no se aprovechó la «ocasión» para introducir tipos nuevos de
Administración pública, de acuerdo con los postulados de los
profetas de la reforma administrativa, lo que probablemente es
debido más a las dificultades reales que encuentra la implemen-
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tación de estas propuestas arbitristas que a la pereza mental de
los respectivos responsables políticos.

Por el contrario, el modelo seguido a la hora de crear estas
nuevas Administraciones fue el de la vieja y «tradicional» (y
probablemente más eficaz de lo que se quiere reconocer) Ad-
ministración burocrática, copiada con sus virtudes y defectos de
la Administración central del Estado. Por ello, la Administración
de cada una de las Comunidades Autónomas es semejante, a la
vez, a la Administración central y, en principio, también a sus
hermanas autonómicas. RAMIO y SUBIRATS (1996) afirman lo pri-
mero, pero relativizan mucho lo segundo: según ellos, por de-
bajo de un dibujo aparentemente homogéneo aparece una
plenitud de matices, diferencias, desigualdades y coloridos dis-
tintivos. Y estos contrastes mostrarían estrategias o formas de
entender y usar la autonomía diferenciadas. Desde luego, es
verdad que las formas de comprensión de la autonomía y las
estrategias de su utilización varían en gran medida, pero noso-
tros creemos que estas diferencias no se han proyectado en las
reformas administrativas, que concuerdan básicamente en sus
contenidos.

Por otro lado, las propuestas de reformas administrativas
pueden ser una estrategia de diversión ante problemas políticos
más graves o perentorios. Al respecto, CASTELLS, 1992, cuenta
que André Tardieu, Presidente del Consejo de Ministros francés
en el período de entreguerras, cuando aumentaba la tensión
política y el Gobierno se encontraba en dificultades anunciaba
en la Asamblea Nacional una reforma administrativa, anuncio
que era recibido con regocijo derivado de la incredibilidad que
suscitaba, lo que permitía al Primer ministro lograr la relajación
de la tensión parlamentaria suscitada por aquellos otros proble-
mas. Los políticos autonómicos pronto percibieron estas poten-
cialidades de las propuestas de reformas administrativas. De ahí
que las reformas autonómicas hayan sido en general bastante
superficiales y que, al mismo tiempo, la difusión por mimesis
de sus contenidos haya sido muy elevada. En relación a los Es-
tados Unidos, INGRAHAM, 1993, señala cómo las políticas (en el
caso concreto, de remuneración de funcionarios) que parecen
funcionar bien en una particular Administración regional se di-
funden rápidamente en todas las demás Administraciones regio-
nales, sin estudiar si las particulares circunstancias de cada una
permiten esperar resultados análogos.

Una vez institucionalizadas y alcanzado un nivel suficiente
de competencias, a comienzos de los años 90 las Comunidades
Autónomas, en ocasión muchas veces de cambios en los go-
biernos, se embarcan en procesos de reforma administrativa.
Un simple repaso de la bibliografía reciente (monográficos de
Autonomies, n.° 18, y Revista Vasca de Administración Pública,
n.° 45-11, y las comunicaciones presentadas a diversas Jornadas
sobre Modernización y Reforma en las Comunidades Autóno-
mas) nos muestran muchos rasgos comunes entre ellas:
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La mayoría de los programas de acción son programas
modernizadores, no propiamente de reforma. Buscan adecuar,
eso sí, con una retórica de eficacia y aproximación al ciudada-
no (Cf., AZÚA, 1991; FLORENSA, 1991; VILLORÍA, 1994), los avances téc-
nicos derivados de la informatización a una mejor atención al
ciudadano b, creando sistemas informáticos que permitan el acerca-
miento de los ciudadanos a las gestiones administrativas. En cambio,
no se procura de forma deliberada un cambio en la «cultura* ad-
ministrativa ni en el sistema de gestión de recursos humanos.

Los pocos casos de verdaderas reformas se circunscriben a
procesos, aún tímidos, de evaluación del rendimiento y de me-
dición de la productividad de los empleados públicos. Hasta
ahora, en los casos en que se han implantando evaluaciones
del rendimiento no tienen consecuencias sobre la retribución
del personal. Sus objetivos son, como dicen LOSADA y XIRAU,
1995, para el caso catalán, aumentar el grado de identificación
de los trabajadores con el servicio público, reforzar el ejercicio
de las funciones directivas por parte de los mandos, obtener in-
formaciones aplicables a los procesos de provisión de puestos
de trabajo y de planificación de actuaciones formativas y, por
último, introducir elementos que favorezcan la implantación de
sistemas de dirección por objetivos.

Muestran, por último, si cabe aún más, que en la Adminis-
tración central del Estado, excesos retóricos, con reiteración
abusiva de palabras tales como eficacia, atención al ciudadano
y acercamiento de la Administración al ciudadano.

La reforma administrativa en
la Comunidad Autónoma de
Galicia

El deseo de contar con una Administración pública propia
de Galicia fue uno de -los ideales que siempre animaron y si-
guen animando el pensamiento regionalista y nacionalista galle-
go (GONZÁLEZ MARINAS, 1993; VILAS NOGUERA, 1993; YEBRA, 1993).

La Administración autonómica gallega ha seguido un proce-
so sostenido de crecimiento en competencias y en volumen de
presupuesto, que ha llegado a alcanzar el 15% del PIB de la Co-
munidad (GAGO y ÁLVAREZ VILLAMARÍN, 1992). Igualmente, ha re-
gistrado un aumento importante en el volumen de personal,
que ha llegado a significar casi el 9% del total de la fuerza de
trabajo de la Comunidad, lo que aun siendo relativamente bajo
en relación a otras Comunidades Autónomas (GARCÍA LÓPEZ y
ALVIRA, 1996), representa un porcentaje considerable (sobre la
función pública gallega, cf., LÓPEZ-RÚA, 1991).
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A la hora de crear esta Administración se siguió, del mismo
modo que en las restantes Comunidades Autónomas, mimética-
mente el modelo de la Administración central del Estado, tanto
de las estructuras generales territoriales como de los organis-
mos autónomos. Entre los segundos, los hay de muy dife-
rente tamaño y naturaleza jurídica, desde el Servicio Galego
de Saúde, que consume más de la mitad del presupuesto de
la Comunidad Autónoma a otros más modestos como el Ins-
tituto Galego da Vivenda e Solo, la Televisión de Galicia o la
Escola Galega de Administración Pública (RODRÍGUEZ-ARANA,
1993; GARCÍA LLOVET, 1994; RODRÍGUEZ-ARANA y AGUILAR, 1994).

Los movimientos de reforma administrativa en Galicia co-
mienzan en el año 1991, coincidiendo con el fin de la etapa de
rápida expansión de las competencias autonómicas y con el re-
greso al Gobierno de la Comunidad del Partido Popular, como
fruto del impulso del conselleiro de la Presidencia, Dositeo RO-
DRÍGUEZ

 l6. La continuidad de este conselleiro ha permitido que
la reforma goce de impulso sostenido, aspecto muy importante
para su éxito. Veamos ahora en qué consiste:

Administración Única. Es una propuesta de carácter po-
lítico-administrativo, referida inicial y principalmente a las
relaciones entre la Administración del Estado y las Adminis-
traciones autonómicas, lanzada desde la misma Presidencia de
la Xunta de Galicia (FRAGA IRIBARNE, 1993; cf., SERNA, 1993). En
base al principio de subsidiariedad se postula que la presta-
ción del servicio público se realice por la Administración te-
rritorial más próxima al ciudadano, siempre que tenga
capacidad para hacerlo según la naturaleza del servicio. En
opinión de MEILÁN (1993) no es otra cosa que el reajuste,
pendiente, de la Administración central para su adecuación
al Estado autonómico, consistiendo en la práctica en la
asunción por la Comunidad Autónoma de las competencias
de la Administración periférica del Estado (cf., RODRÍGUEZ-
ARANA, 1997).

Comarcalización. La Xunta de Galicia está inmersa en
un proceso, reclamado históricamente desde el galleguismo
(cf., PRECEDO, 1993) y que tiene su fundamento legal en el
reconocimiento por el Estatuto de Autonomía de la comarca
como «entidad local propia de Galicia* (sic) (cf., FERREKA, 199D,
de reorganización administrativa y dotación de competen-
cias a las comarcas. A este propósito se han creado unas
Fundaciones para el desarrollo comarcal, todavía en fase in-
cipiente.

Codificación normativa. Entre las propuestas de moderni-
zación administrativa ha tenido especial aceptación en Europa
continental, sobre todo en Francia (MATTARELLA, 1993; BRAI-
BANT, 1994), la codificación de las normas jurídico-adminis-
trativas para eliminar duplicidades, permitir su simplificación
y facilitar su tratamiento informático. Se trata de sintetizar y
cuando sea preciso refundir las normas administrativas (SER-
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NA, 1994) para un mejor funcionamiento de la Administra-
ción, en particular una mayor racionalización del procedi-
miento administrativo, simplificación de trámites y una
mejor garantía de los derechos ciudadanos en el procedi-
miento (AIVARELLOS, 1993).

Reforma de la función pública. La mejor gestión de los
recursos humanos empleados en la Administración autonó-
mica, la mejora de su estructura administrativa, atacar la ru-
tina y el burocratismo, y despolitizar la Administración son
los principales objetivos buscados con la reforma de la Ley
de la Función Pública gallega (RODRÍGUEZ RODRÍGUEZ, 1994).
En particular, se busca flexibilizar las plantillas de personal,
llegando incluso a la movilidad espacial, facilitar la plani-
ficación de recursos humanos a través de la previsión de necesi-
dades de efectivos disponibles y necesarios, cierta flexibilización
de los procedimientos de selección de personal y provisión
de puestos de trabajo y la exigencia de un diploma de di-
rectivo para el acceso a los puestos de libre designación
(BAENA DEL ALCÁZAR, 1994).

El sistema de gestión de procedimientos administrativos
(SGPA). Es una aplicación de herramientas informáticas 17

para acercar la Administración al ciudadano y simplificar los
trámites administrativos (cf., MÁRQUEZ, 1995). Trata de incre-
mentar la eficacia, racionalidad y homogeneidad de la ges-
tión pública en la Administración autonómica, mediante el
seguimiento de los procedimientos administrativos. Abarca
todas las Consellerías de la Xunta y sus delegaciones pro-
vinciales (BOUZADA, 1994b), incluyendo todos los procedi-
mientos que se inician a instancia de parte 18.

En particular, persigue dos objetivos:

a) Acercamiento al administrado mediante la creación de
órganos específicos de carácter comarcal con funciones
de admisión de documentación y de información gene-
ral, y mediante el suministro de información acerca de
la actuación de la Administración por medio de un ser-
vicio de atención telefónica y de edición de guías de
atención al ciudadano.

b) Simplificación del proceso de gestión adrninistrativa, me-
diante la instauración de un sistema de procedimien-
tos que acerque a la Administración autonómica a los
postulados de la calidad total (VÁZQUEZ ARES, 1994). Esta
simplificación requiere una cualificación específica
del personal y la identificación y racionalización de
los procedimientos administrativos iniciados a instancia
de parte. Los principales órganos encargados de las dife-
rentes funciones del proceso son (cf., MÁRQUEZ, 1995):

— Órganos de coordinación: Comisión Central de Ra-
cionalización. Administrativa y Comisiones de Ra-
cionalización propias de cada Consellería.
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— Órganos técnicos: Comisión Central de Revisión de
la Normativa y Comisiones de Revisión propias de
cada Consellería.

— Órganos de control: Inspección General de Servi-
cios.

Evaluación del rendimiento. Persigue efectuar una valo-
ración anual de todas las unidades administrativas, con
nivel de subdirección general y jefatura de servicio, a fin
de estimar su rendimiento (BOUZADA, 1995). El objetivo
concreto es valorar la cantidad y calidad del trabajo realiza-
do en referencia a:

a) la organización de la unidad y el resultado obtenido en
relación con los medios personales y materiales puestos
a su disposición; b) la capacidad organizativa propues-
tas y mejoras introducidas en la organización y funcio-
namiento de la unidad a instancias de su titular.

A estos fines se ha creado una Comisión de Evaluación del
desempeño, que emitirá su evaluación previo informe de la Ins-
pección General de Servicios. Se prevé la posibilidad de aplicar
los resultados de la evaluación a la valoración de los puestos de
trabajo y a la determinación del complemento de productividad,
pero a corto plazo no afectará a la remuneración de los em-
pleados (BOUZADA, 1994a).

Respecto a las reformas administrativas emprendidas por la
Comunidad Autónoma de Galicia cabe hacer varias precisiones:

En primer lugar, es conveniente distinguir la reforma de las
actuaciones modernizadoras, o de adaptación de la Administra-
ción a las alteraciones de su entorno, tecnológico, económico o
social. La codificación normativa y el Sistema de Gestión de
Procedimientos Administrativos se limitan a aplicar nuevas téc-
nicas, particularmente de tipo informático. Constituyen una
mera adaptación a la dinámica tecnológica y social circundante,
eso sí, impregnada de una nueva «filosofía» de servicio al consu-
midor o cliente y expresiva de una notable celeridad de res-
puesta a los cambios de métodos.

Consideración particular también merecen, en segundo lu-
gar, las reorganizaciones territoriales del poder político. La re-
forma de la estructuración territorial de la Administración ha de
diferenciarse de aquellas otras centradas en los estándares de
gestión (cuestiones de calidad, productividad, gestión de recur-
sos humanos, etc.) o de la relación entre la Administración y los
destinatarios de sus «productos» (paradigma del administrado, del
consumidor, etc.), que son las que suelen ocupar la bibliografía
contemporánea sobre la reforma, aunque las reformas territo-
riales puedan incidir secundariamente en estos aspectos: acerca-
miento de las instancias administrativas al ciudadano, en el caso

de la comarcalización; evitar duplicaciones innecesarias en la
prestación de servicios, en el caso de la Administración Única.

Las actuaciones que, a nuestro juicio, merecen verdadera-
mente el calificativo de reformas administrativas, en el sentido
antes precisado, son la modificación de la Ley de la Función Públi-
ca y la Evaluación del Rendimiento. La Ley de la Función Pública
gallega trata de introducir una mayor flexibilidad en la gestión
de recursos humanos. Pudiera parecer poco ambiciosa en com-
paración con otras reformas europeas, inspiradas en la homolo-
gación de los criterios de contratación del personal al servicio
de la Administración con los del sector privado, pero a este
propósito han de tenerse en cuenta no sólo elementos muy
arraigados de nuestra cultura política, sino incluso ciertas cons-
tricciones constitucionales. Posiblemente, el problema se plan-
tee en sentido contrario: la cautelosa flexibilización emprendida
se contradice con el propósito declarado de reducir la politiza-
ción de la Administración, pues a mayor discrecionalidad en la
contratación y promoción de los empleados, más poder para el
órgano político y menos para el burócrata.

La reforma que nos parece más interesante es el programa
de Evaluación del Rendimiento. Constituye un intento muy im-
portante (aunque, de momento, no tenga consecuencias retri-
butivas para los funcionarios evaluados), en la línea de atrás
Administraciones occidentales. Uno de los principales proble-
mas que se plantean a este tipo de reformas es el de la determi-
nación de los indicadores del rendimiento. Es una cuestión muy
compleja, a la que no hay respuestas claras: ¿Qué se ha de en-
tender por productividad? ¿Cómo comparar la productividad de
dos unidades completamente distintas? ¿Cómo medir la calidad
de la atención? Otro problema importante es el de las resistencias
que suelen manifestarse a la implantación de estas reformas. A na-
die le gusta que se le mida y compare su trabajo y más en luga-
res como la Administración Pública, donde no hay tradición de
hacer tal cosa.

En conclusión, la reforma administrativa de la Comunidad
Autónoma de Galicia merece un juicio positivo; sale bastante
bien parada en la comparación con las emprendidas por otras
Administraciones. Los aspectos más positivos son la determina-
ción política para la reforma, la sensibilidad hacia los imperati-
vos de cambio y su rápida respuesta y, sobre todo, el programa
de evaluación del rendimiento, innovador en nuestro entorno 19.
Aspectos menos positivos son los excesos retóricos en la pre-
sentación de las reformas, un sentimiento de inferioridad res-
pecto al sector privado y un seguimiento inconsciente de las
modas de gestión, que pululan por el sector público, extremos
éstos en que la reforma gallega se pliega a inspiraciones gene-
ralizadas en España.
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Notas

* Catedrático de Ciencias Políticas y de la Administración. Universidad de Santiago
de Compostela.

** Profesor Ayudante de Ciencias Políticas y de la Administración. Universidad de
Santiago de Compostela.
1 Un ejemplo significativo: Eduardo ZAPICO y LE. ECHEBARRÍA tradujeron el Imprwing
Public Management, de METCALFE y RICHARDS (1987) por La modernización... No es la
mejor opción desde el punto de vista estrictamente léxico, pero se corresponde con
la concepción de (vide nota 3).

' BRABANT, 1992: 57, define la modernización administrativa como una puesta al día
permanente de la Administración, en función de las exigencias del momento y del lu-
gar.

ECHEBARRÍA (ETXEBARRÍA,1989, y ECHEBARRÍA, 1993: 140-145) ha distinguido entre
cambios planificados e -inercias administrativas', o actuaciones meramente reactivas,
pero para él la modernización es, precisamente, el cambio planificado.
1 Sin embargo, de hecho, como atestiguan numerosos estudios empíricos, la partici-
pación de los burócratas en la elaboración de políticas es muy relevante, Cf., por ej.,
ABERBACH, PUTNAM y ROCKMAN, 1981; para España, cf. OLMEDA, 1988.

En cambio, para algunos estudiosos de las políticas públicas, las políticas de refor-
ma administrativa son consideradas en el grupo de las políticas institucionales, como
políticas que buscan la producción, transformación o mejora de instituciones públi-
cas. En general son poco onerosas, pero en cambio conllevan importantes alteracio-
nes en las relaciones de poder (QUERMONNE, 1985).

No es necesario ser devoto de Freud para constatar que, con frecuencia, las resis-
tencias del entorno a los propósitos de la acción actúan como estímulos adicionales
para persistir en estos propósitos. En el caso, no infrecuente, de que aquellas resis-
tencias se deban a errores estratégicos, se acomete, así, un camino de perdición.

Veamos un ejemplo muy significativo: en el n.° 1 de Gestión y Análisis de Políticas
Públicas, el artículo de S. RICHARDS (1992), -Who Defines the Public Good? The Con-
sumer Paradigm...», es traducido por J. Subirats como -El paradigma del diente...»; en
cambio, el artículo de B. JENHNS y A. GRAY, -Evaluating and the Consumer...» (1993)
es traducido por X. Bailan como -Evaluación y el usuario...-. Las implicaciones de una
u otra opción son enteramente distintas.

En español, la palabra -diente» designa al comprador de productos suministrados por
empresas industriales y mercantiles (dejando al margen, obviamente, otras significa-
dones más próximas a la originaria romana, que no vienen al caso aquí). En cambio
la palabra -usuario- designa a la persona que utiliza un servicio público, en el sentido
del Derecho administrativo o en un sentido más general, servido susceptible de uso
por el -público, utilización que no necesariamente supone el pago de un precio (por
ej., los usuarios de las vías públicas; no de peaje). La traducdón más literal -consumi-
dor» evitaría estos problemas, sin que se pueda dedr que alterase el significado origi-
nal.

Una visión satírica del entorno de Margaret Thatcher, en esta perspectiva de los
políticos como peleles en manos de astutos burócratas que controlan la verdadera

elaborarión de las políticas, en Jonathan LYNN y Anthony JAY, Si, Ministro (trad. espa-
ñola), Barcelona, Ultramar, 1985.
9 LASHERAS y RUIZ-HUERTA, 1992, sostienen que el proceso de unificarión europeo,
con sus exigencias de rarionalizarión del gasto público, jugó un papel espoleador de
las reformas.
10 La «extemalizadón» de las actividades administrativas en «agencias* es, en general,
una de las características de las reformas de los noventa (JENWNS y GRAY, 1994 (1993):
47).
11 Sobre este tópico, cf., JENKLNS y GRAY, 1994 (1993). No es difícil constatar, en los
documentos ofidales sobre las reformas y en la mayor parte de la bibliografía sobre
la cuestión, una trivializadón del término «cultura-, que suponemos horrorizaría a Al-
mond y demás -inventores» de la cultura política-,
l! Una síntesis auténtica del «discurso» ofirial sobre la reforma administrativa en la
comunicadón del, a la sazón, Ministro para las Administradones Territoriales, Jeróni-
mo Saavedra, «Reforma y modernizadón de las Administradones públicas-, presenta-
da al «Seminario Internadonal sobre la Reforma Administrativa», Santiago de
Compostela, 1995 (mimeo).
l< Por ejemplo, el «discurso» del consumidor o cliente y de la calidad de servido, se
difunde en la retórica española sobre la Administradón pública a partir de la publica-
ción del informe de la OCDE, La Administración al servicio del público, Madrid, MAP,
1991. Se populariza con la traducdón de Reinventing Government (OSBORNE y GAE
BLER, 1994 (1992)).

" Se hablaba de las -tres es» (economía, efidencia y eficada) e, incluso de las -cinco
es» (añadiendo, excelenda y empresa). Cf., EICOCK, 1989:1-3-

'' Cf., las comunicadones presentadas por los respectivos Consejeros de Andaluría,
Aragón y La Rioja en las -Jornadas sobre modernizadón y reforma administrativa en
las Comunidades Autónomas», Santiago de Compostela, 27-28 de febrero de 1997 (en
mimeo).

"• Véase el primer proyecto de reforma en RODRÍGUEZ RODRÍGUEZ, 1991, donde se in-
siste en los tópicos característicos de las reformas administrativas, como la radonali-
zadón de procedimientos y el acercamiento al ciudadano.

'' Cf., Xunta de Galiria, El papel de los sistemas de información en el programa de re-
forma administrativa, Santiago de Compostela, 1997.
IR Cf., Xunta de Galicia, A Reforma Administrativa da Administración Autonómica de
Galicia, Santiago de Compostela, Xunta de Galicia, 1995.
19 Las -reformas administrativas» gallegas son en general expresivas del -modelo his-
pánico» de reforma administrativa: reformas no ideológicas e inidadas en el seno de
la Consellería de Presidencia; en cambio, la evaluación del desempeño proviene de
una «cultura administrativa» más orientada a la productividad, como la norteamerica-
na, radicando en ello buena parte del atractivo que presenta su puesta en marcha.
Puede servir de prueba para la adaptadón de otros programas de reforma proceden-
tes de aquel ámbito.
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